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Los primeros años de vida son fundamentales en el desarrollo del ser humano, pues son  

determinantes en las capacidades y habilidades necesarias para transitar la vida y resolver los 

desafíos que ese tránsito va imponiendo. Aquella es una etapa clave a nivel biológico, personal y 

social del ser humano, y constituye el periodo en donde se desarrolla el organismo, se produce el 

proceso socialización, se aprende regular las emociones y a relacionarse con el resto de los seres 

humanos. La población infante, además, es la depositaria de las esperanzas presentes y futuras de 

la sociedad, de sus proyecciones a corto, mediano y largo plazo, y en particular de la aspiración de 

alcanzar una cotidianeidad individual y colectiva digna.  

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce derechos que 

alcanzan, entre otros grupos poblacionales, a los niños, niñas y adolescentes. Asimismo, los 

derechos de la infancia fueron reconocidos a nivel internacional en la Convención Internacional de 

los Derechos del Niño (1989) y ratificados en nuestro país por las leyes nacionales 23.849 de 

1990, 26.061 de 2005, y sus decretos reglamentarios, entre otras normas. Esto significa que los 

niños, niñas y adolescentes tienen una protección especial y reforzada en el sistema legal 

argentino y en el sistema internacional de derechos humanos, lo que asigna al Estado 

obligaciones específicas y más amplias con esta población respecto de la generalidad de las 

personas. El paradigma de protección integral de la población infantil, además de reconocer a los 

niños, niñas y adolescentes como sujetos plenos de derechos, promueve el diseño de políticas 

públicas que garanticen su desarrollo y bienestar.  

En este contexto, comenzaron a desarrollarse un conjunto de políticas específicas que tienen 

como propósito disminuir las privaciones de los niños, niñas y adolescentes1. Sin embargo, 

persisten enormes vulneraciones a sus derechos, especialmente en el caso de aquellos que 

están en situación de pobreza. 

En este sentido, el análisis de los datos disponibles pone en evidencia el desarrollo de un proceso 

de infantilización de la pobreza, en el que las desventajas que se observan entre la población 

del país se profundizan entre la población de 17 y menos años de edad. Un ejemplo de ello es 

el comportamiento del indicador Necesidades Básicas Insatisfechas, que en el año 2010 alcanzaba al 9,13% 

del total de hogares del país, y ascendía al 19,59% entre los hogares con presencia de niños, 

niñas y adolescentes. Esta situación se agrava si se repara en que esa población está en una 

                                                           
1 Una de las medidas más destacadas es la Asignación Universal por Hijo, que entró en vigencia en el año 2009. 

Esta prestación consiste en el pago de una suma mensual por hijo a desocupados y monotributistas sociales, 

trabajadores no registrados y del servicio doméstico que tengan ingresos iguales o menores al salario mínimo, vital 

y móvil. El 80% de la asignación se paga en forma directa una vez al mes y el 20% restante es retirado una vez al 

año habiendo demostrado que el niño o niña concurrió a la escuela y se realizó los controles reglamentarios de 

salud. En la actualidad son alcanzados por esta prestación 3.700.855 niños y niñas y casi 90.000 mujeres 

embarazadas. Sin embargo, en la actualidad, atraviesa desafíos en cuanto a su alcance e incidencia, ya que el 

12,4% de los niños, niñas y adolescentes alcanzados por la normativa no accede a dicha prestación y el 13,1% 

está excluido de la regulación que se encuentra vigente.  



 

situación comparativamente desfavorable a la hora de reclamar y reivindicar el reconocimiento de 

sus derechos.  

La persistencia de vulnerabilidades y privaciones entre la población infante hace necesario reforzar 

los distintos canales que permitan visibilizar estas problemáticas, para lograr una mayor 

sensibilización y  fortalecer las acciones orientadas al reconocimiento efectivo de sus derechos. 

De esta manera, el presente diagnóstico se inscribe en la necesidad de profundizar el 

conocimiento de la brecha entre el derecho formal y el cumplimiento efectivo de los derechos 

económicos, sociales y culturales de esa población (DESC). Se hará foco en este último grupo de 

derechos, por la relevancia que tienen en la realización de la igualdad material y en el 

establecimiento de un nivel de vida digno, y las serias dificultades que, sin embargo, encuentran 

en su implementación. 

Con este propósito, el informe concentra su atención en la situación de la infancia en relación al 

acceso a la salud, a la educación y a las condiciones de vivienda y hábitat, así como en las 

interrelaciones entre esas dimensiones. Las tres grandes áreas de observación seleccionadas 

permiten caracterizar accesos básicos que están estrechamente vinculados al estándar de vida de 

la población infante y que cumplen un papel decisivo en su supervivencia y desarrollo. El análisis 

de sus interrelaciones permite indagar y dar cuenta de la concentración de desventajas, cuestión 

que resulta coherente con el principio de interdependencia, indivisibilidad y universalidad de los 

derechos humanos y con el hallazgo de que las privaciones tienden a ser múltiples (Pautassi y 

Royo, 2012).  

Teniendo en cuenta que la pobreza infantil se expresa de manera territorializada (Katzman, 2011), 

se tomó la decisión metodológica de trabajar con esa información a escala nacional y provincial. El 

procesamiento y análisis de los datos puso en evidencia que el tipo y la gravedad de las 

privaciones a las que está expuesta esa población varía sensiblemente entre jurisdicciones, 

con marcadas concentraciones en el norte y un crecimiento más que proporcional a lo 

observado a nivel nacional de algunos indicadores en el centro y norte del país. 

Consideramos que el nivel de desagregación territorial del presente análisis constituye un aporte a 

los esfuerzos que vienen realizando otras organizaciones estatales y de la sociedad civil para 

caracterizar y comprender la realidad cotidiana de los niñas, niñas y adolescentes.  Los datos que 

sustentan este informe fueron recolectados por organismos oficiales a través de censos, 

relevamientos, registros y encuestas entre los años 1997 y 2015. En particular se recuperaron 

como fuentes los censos de población, hogares y viviendas de los años 2001 y 20102; los 

indicadores publicados por la Dirección Nacional de Estadísticas e Información de la Salud del 

Ministerio de Salud de la Nación entre los años 2000 y 20143, y por la Dirección Nacional de 

Información y Estadística Educativa del Ministerio de Educación de la Nación entre los años 1997 y 

20144; la Encuesta Mundial de Salud Escolar, realizada en el año 2012 por el Ministerio de Salud 

                                                           
2 Los censos constituyen el mayor esfuerzo realizado para recolectar datos referidos a los principales aspectos 

demográficos, sociales y habitacionales de la población del país en momentos determinados de tiempo. 
3 Las estadísticas publicadas por la Dirección Nacional de Estadísticas e Información de la Salud (DEIS) se elaboran 

a partir de los registros provenientes del Subsistema de Estadísticas Vitales, que se sustenta en datos captados a 

nivel local en los establecimientos de salud por el personal correspondiente a través de instrumentos de 

recolección de datos normatizados. 
4 Los datos publicados por la Dirección Nacional de Información y Estadística Educativa del Ministerio de 

Educación de la Nación (DiNIECE) se obtienen a partir de operativos censales anuales planificados, coordinados e 



 

de la Nación y el Ministerio de Educación de la Nación en colaboración con UNICEF, UNESCO y 

ONUSIDA5; y la Encuesta Nacional de Protección y Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, 

Empleo y Seguridad Social realizada en el año 20116.  

Es necesario realizar algunas observaciones con respecto al alcance y sistematicidad de las 

mediciones y los datos. Si bien en Argentina se realizaron relevamientos que permiten dar cuenta 

de la situación de la población infante, es esencial lograr una mayor regularidad y alcance para 

conocer de manera sistemática, detallada y actualizada indicadores que reflejen los niveles y 

modos de acceso a los recursos necesarios para satisfacer necesidades básicas. La información 

disponible en la actualidad y su nivel de desagregación territorial es insuficiente para conocer la 

totalidad de aspectos vinculados a los derechos de la población infante, sobre todo en grupos 

específicos como los niños, niñas y adolescentes con discapacidades, lo que convoca a redoblar 

los esfuerzos realizados. Trabajar en esa dirección resulta pertinente para  el conocimiento, 

seguimiento y evaluación de las condiciones de vida de esa población, aspectos que son de vital 

importancia para el diseño e implementación de políticas públicas que permitan avanzar en la 

efectivización de los derechos reconocidos.  

El documento se divide en cuatro secciones. La primera sección analiza las condiciones de 

vivienda y hábitat de los niños, niñas y adolescentes. La segunda sección se focaliza en el acceso 

efectivo a la salud. La tercera sección concentra su atención en el acceso a la educación. En la 

cuarta y última sección, se analiza la concentración de privaciones entre la población infantil, 

relacionando las tres dimensiones trabajadas previamente (vivienda y hábitat, salud y educación). 

Finalmente, se ofrecen algunas conclusiones sobre la situación de la población infante a partir de 

los datos trabajados. 

  

                                                                                                                                                                                                 
implementados desde esa dependencia estatal en el marco de la Red Federal de Información Educativa y realizados 

en una misma fecha en todas las escuelas del país.  
5 La Encuesta Mundial de Salud Escolar, utiliza una metodología estandarizada a nivel mundial para relevar los 

comportamientos y formas de protección de la población de entre 13 y 15 años de edad. Es aplicada a una 

muestra representativa de alumnos de 1ero,, 2do., y 3er. año del colegio secundario en todas las jurisdicciones del 

país.  
6 La Encuesta Nacional de Protección y Seguridad Social (ENAPROSS) fue realizada por el Ministerio de Trabajo en 

el año 2011 con el propósito de determinar el alcance de las políticas de Protección y Seguridad Social entre los 

hogares urbanos. La encuesta se aplicó a una muestra representativa de viviendas, hogares y población de la 

Ciudad de Buenos Aires y de localidades de 5.000 habitantes o más de las provincias de Buenos Aires, Córdoba, 

Mendoza, Santa Fe y Tucumán (MTEySS, 2014).   



 

La noción de hábitat integra  la vivienda y  las condiciones del entorno en el que ella se emplaza. El 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce en su artículo 11 el 

derecho de toda persona a la vivienda adecuada y a una “mejora continua de sus condiciones de 

existencia”. Tal como sostiene la Observación General Nº 4 del Comité de dicho pacto, reconocido 

de ese modo, el derecho a la vivienda tiene una importancia central para el disfrute del resto de 

los derechos económicos, sociales y culturales. El inciso 7 de dicha observación otorga 

especificidad al artículo, señalando que la vivienda involucra el derecho a vivir en seguridad, paz y 

dignidad.  

Desde esta perspectiva, la vivienda adecuada implica la seguridad jurídica en la tenencia; la 

disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura; gastos soportables;  

habitabilidad; asequibilidad; una localización que permita el acceso a las opciones de empleo, los 

servicios de atención de la salud, centros de atención para niños, escuelas y otros servicios 

sociales; y la adecuación cultural. Supera de esta manera la noción meramente techista y se 

extiende a la noción de hábitat.  

Los datos disponibles a nivel país permiten abordar algunos de esos aspectos, en particular los 

vinculados a la calidad de la vivienda, sus condiciones de habitabilidad y el acceso de los hogares a 

los servicios de saneamiento. Seguidamente se analizarán algunos de ellos, en referencia especial 

a los niños, niñas y adolescentes en Argentina. 

El déficit habitacional define situaciones de carencia entre los hogares. El déficit cuantitativo 

refiere a las viviendas que por sus características son irrecuperables, por lo que deberían ser 

reconstruidas en su totalidad. El déficit cualitativo abarca a aquellas viviendas que son 

recuperables mediante obras de refacción, rehabilitación y/o ampliación. Diferenciar entre estas 

modalidades permite conocer con mayor precisión la situación de los hogares y diseñar políticas 

adecuadas a sus necesidades.  

En el año 2010, el 27,26% de las viviendas del país en donde residían niños, niñas y 

adolescentes eran deficitarias. La proporción de viviendas deficitarias en donde habitaba la 

población infantil era mayor al promedio nacional en las provincias de Formosa (58,48%), 

Santiago del Estero (58,12%), Chaco (54,31%), Misiones (48,18%), Salta (42,41%), Corrientes 

(35,91%), Tucumán (35,05%) y  Jujuy (34,97%). 



 

 

 

 

 

El déficit cuantitativo (viviendas irrecuperables) alcanzaba a nivel nacional al 6,04% de las viviendas 

en donde habitaban niños, niñas y adolescentes7. Ese porcentaje era superado por las provincias 

de Santiago del Estero (15,33%), Formosa (13,78%), Salta (12,38%), Corrientes (12,21%), Tierra 

del Fuego (11,88%), San Juan (11,06%), Chaco (9,41%), Misiones (9,04%), Jujuy (7%) y Tucumán 

(6,71%). El rango entre provincias con respecto al déficit cuantitativo era amplio, presentando La 

Pampa los valores más bajos (0,65%) y Santiago del Estero los más altos (15,33%). Cabe señalar 

además que algunas provincias que estaban por debajo del déficit total registrado a nivel nacional, 

lo superan en el déficit cuantitativo, como se observa en los casos de Tierra del Fuego y San Juan.  

 

                                                           
7 El déficit cuantitativo refiere a los hogares que residen en casas “tipo B” y piezas de inquilinatos y hoteles 

pensión (CEyS, 2013). 



 

 

El déficit cualitativo8 afectaba a nivel nacional al 21,22% de las viviendas en donde habitaba 

población infantil, superado los valores registrados de déficit cuantitativo. Las provincias que 

estaban por encima de ese promedio en 2010 eran Chaco (44,9%), Formosa  (44,7%), Santiago 

del Estero (42,79%), Misiones (39,14%), Salta (30,02%), Tucumán (28,34%), Jujuy (27,97%), 

Catamarca (24,77%) y Corrientes (23,69%). El déficit cualitativo en la provincia de Chaco -que 

era la que presentaba los mayores valores- era aproximadamente ocho veces y media mayor al 

que se registró en La Pampa –cuyo 5,31% fue el menor valor registrado en el país-.  

Dimensiones como el hacinamiento también permiten caracterizar el déficit cualitativo, 

proporcionando una mirada más amplia y detallada de esta problemática. Esta variable permite 

conocer el número de habitantes por cuarto, aportando a la caracterización de las condiciones de 

reproducción cotidianas de los hogares. Se trata de un indicador relevante para conocer las 

condiciones de vida de la población, puesto que incide en la proliferación de enfermedades, la 

violencia doméstica, y en el desarrollo de las actividades cotidianas.  

En el año 2010, la proporción de hogares con presencia de niños, niñas y adolescentes que 

presentaban hacinamiento a nivel país era del 42,42%, mostrando un incremento 

significativo con respecto al año 2001, cuando esa proporción alcanzaba al 33,17%. Ese 

porcentaje era superado por trece provincias: Formosa (58,34%), Santiago del Estero 

(54,97%), Salta (54,18%), Chaco (52,96%), Corrientes (51,6%), La Rioja (48,85%), Jujuy (47,7%), 

Tucumán (46,98%), Catamarca (46,8%), Ciudad de Buenos Aires (41,66%), San Juan (45,95%), 

Misiones (43,63%) y Entre Ríos (41,97%).   

Un nivel de desagregación mayor permite diferenciar entre el hacinamiento no crítico y el crítico. 

El primero hace referencia a los hogares en donde se observan entre 2 y 3 personas por cuarto, 

mientras que el segundo a aquellos en donde se registran más de 3 personas por habitación. En el 

año 2010, en Argentina, el 28,28% de los hogares con presencia de infantes estaba en situación 

de hacinamiento no crítico. Esto reveló un incremento de 11,6 puntos porcentuales con respecto 

al año 2001, en el que el 17,58% de los hogares estaba en esa condición. En 2010 había doce 

provincias que superaban el nivel de hacinamiento no crítico registrado a escala país, entre las que 

                                                           
8 El déficit cualitativo abarca a los hogares que residen en ranchos, casillas, locales no construidos para habitación 

y viviendas móviles (CEyS, 2013). 



 

se encontraban Santiago del Estero (34,44%), Formosa (33,59%), La Rioja (33,24%), Chaco 

(33,18%), Corrientes (32,58%), Catamarca (32,15%), Salta (31,98%), Tucumán (31,85%), 

Misiones (31,14%), San Juan (30,95%), Jujuy (30,89%) y Buenos Aires (29,78%).  

El hacinamiento crítico alcanzó ese año al 13,24% de los hogares argentinos con niños, niñas y 

adolescentes, mostrando un leve descenso con respecto al año 2001, en el que esa cifra era del 

15,59%. Superaban el promedio nacional las provincias de Formosa (25,15%), Salta (22,21%), 

Santiago del Estero (20,53%), Chaco (19,79%), Corrientes (19,01%), Jujuy (16,81%), La Rioja 

(15,61%), Tucumán (15,12%), San Juan (15,01%) y Catamarca (14,65%). Cabe señalar que si bien 

la Ciudad de Buenos Aires, Neuquén, Santa Cruz y Tierra del Fuego se mantuvieron por debajo de 

la media del país, fueron las únicas jurisdicciones en las que el hacinamiento crítico se incrementó 

con respecto al año 2001, contradiciendo la tendencia descendente observada a nivel nacional. 

Para profundizar en la caracterización del déficit se relacionó el hacinamiento de los hogares 

con presencia de niños, niñas y adolescentes y el tipo de vivienda que habitaban en el año 

2010. Esto puso en evidencia que en argentina el 62% de los hogares en situación de 

hacinamiento no crítico habitaba en viviendas que no son de por sí deficitarias, mientras 

que el 38% lo hacía en viviendas que sí lo eran. Esa relación era exactamente inversa en el 

caso del hacinamiento crítico: el 62% de los hogares habitaba en viviendas deficitarias, 

mientras que el 38% lo hacía en viviendas que, por su calidad, en principio no estaban en 

esa situación.  Este hallazgo pone de relieve por un lado que el déficit cualitativo excede al 

cuantitativo, abarcando a una población cuyas condiciones habitacionales no son a simple vista 

problemáticas; por el otro lado, muestra que el déficit cualitativo toma dimensiones más 

dramáticas entre los hogares que habitan en condiciones precarias, profundizando su 

vulnerabilidad. 

En este contexto, se consideró interesante indagar un poco más en esas dinámicas, relacionando 

el régimen de tenencia de la vivienda y los niveles de hacinamiento entre los hogares con 

presencia de infantes. En los hogares con seguridad en la tenencia  -propietarios de la vivienda y 

el terreno- el hacinamiento alcanzaba el 38% y se profundizaba entre los que tenían menor 

seguridad, ascendiendo al 61% en los que solo eran propietarios de la vivienda y al 57% en los 

que la ocupaban por préstamo. Asimismo, el 39 % de los hogares que alquilaban su vivienda 

habitaban en condiciones de hacinamiento y esa proporción asumía valores alarmantes en 

situaciones de baja seguridad en la tenencia: el 92% de los hogares inquilinos de hoteles 

pensión, el 90% de inquilinatos, el 77% de locales no construidos para habitación, el 73% de 

ranchos, el 72% de casas tipo B y el 70% de casillas, vivían hacinados. 

Las características de las viviendas, así como su conectividad a servicios básicos, brindan 

información importante a la hora de conocer las condiciones en que la población infante desarrolla 

su vida cotidiana. Tal como se argumentó previamente, desde un enfoque de derechos la vivienda 

adecuada involucra una variedad de dimensiones claves para garantizar la reproducción individual, 

familiar y colectiva. El censo realizado en 2010 permite abordar algunas de esas dimensiones, 

como la calidad de los materiales de construcción y de las conexiones a servicios básicos de 

infraestructura, el acceso a servicios de saneamiento y el modo en que se resuelve ese acceso en 

el día a día.  



 

La calidad de los materiales de las viviendas permite dar cuenta del nivel de protección con 

respecto a las inclemencias del clima y los fenómenos meteorológicos, tales como el frío, el calor, 

el viento y la lluvia. En Argentina esta variable se mide a partir de los materiales predominantes en 

techos y pisos, considerando su solidez, resistencia, capacidad de aislamiento y terminaciones. El 

censo 2010 diferenció entre las diferentes calidades constructivas clasificándolas de I a IV. 

 

 

 

En el año 2010, el 25,29% de las viviendas en donde habitaban niños, niñas y adolescentes 

estaban construidas con materiales poco resistentes y sólidos o de baja calidad: el 18,25% 

era de calidad III y el 7,04% de calidad IV. En las provincias de Formosa (53,82%), Salta 

(53,44%), Tucumán (49,64%), Jujuy (49,59%), Chaco (47,85%), Santiago del Estero (39,99%), 

Misiones (37,48%), Corrientes (37,26%), San Juan (35,30%), Santa Fe (25,94%), Catamarca 

(25,47%) y Entre Ríos (25,37%), la cantidad de viviendas construidas con materiales poco 

adecuados superaba el promedio del país. En provincias como San Juan (32,93%), Santiago del 

Estero (25,67%), Formosa (25,21%), Salta (18,77%) y Catamarca (17,84%) la cantidad de 

viviendas de calidad IV era 10 o más puntos porcentuales mayor a la registrada en el país en esa 

categoría. 

Otro indicador relevante para determinar el nivel de adecuación de las viviendas es la calidad de la 

conexión a los servicios básicos de saneamiento, considerando para ello la procedencia del agua y 

el tipo de desagüe. La procedencia del agua que se consume y las formas de eliminación de los 



 

residuos cloacales son aspectos  estrechamente vinculados a los niveles de exposición de los 

hogares a factores de riesgo que pueden tener efectos nocivos en la salud, causando incluso la 

muerte. Se considera que las conexiones son satisfactorias cuando las viviendas disponen de agua 

de la red pública  y desagüe cloacal; básicas cuando se dispone de agua de red y el desagüe se 

realiza en cámara séptica; e insuficiente cuando no se cumplen ninguna de las condiciones 

mencionadas.  

De acuerdo a los datos del último censo nacional de población, hogares y viviendas, el 40,07% de 

las viviendas en las que habitaban infantes tenían conexiones insuficientes mientras que 

19,47% contaba con conexiones básicas. En varias provincias esa proporción era mayor al 

promedio nacional y en algunas más de la mitad de las viviendas tenía conexiones insuficientes, 

tal es el caso de Santiago del Estero (59,27%), Misiones (59,11%), Chaco (55,82%), Buenos Aires 

(49,92%), Formosa (49,07%), Santa Fe (47,89%), San Juan (42,98%) y Tucumán (42,83%). 

A nivel país, el 18,44% de los hogares accedía al agua afuera de la vivienda, el 14,89% lo hacía 

afuera de la vivienda pero adentro del terreno, y el 3,55% afuera de la vivienda y del terreno en 

donde ésta se emplazaba. El 41% de los hogares con presencia de niños, niñas y adolescentes 

que accedían al agua fuera de la vivienda pero adentro del terreno eran de calidad III, mientras que 

el 47% que lo hacían fuera de la vivienda y del terreno eran de calidad IV. El análisis por 

jurisdicciones refleja que el porcentaje de hogares que accedían al agua afuera de la vivienda pero 

adentro del terreno era mayor en Santiago del Estero (37,5%), Formosa (34,49%), Chaco 

(28,64%), Misiones (25,72%), Tucumán (23,05%), Salta (22,99%), Corrientes (21,5%), La Rioja 

(15,47%) y Jujuy (15,04%). Algunas de esas provincias presentaban también valores elevados en 

relación a los hogares que accedían al agua afuera de la vivienda y el terreno, tal es el caso 

de Chaco (16,37%), Formosa (15,85%), Santiago del Estero (14,37%), Misiones (8,65%), Salta 

(6,65%), Jujuy (5,67%) y Corrientes (4,85%). Aunque la ciudad de Buenos Aires y Tierra del Fuego 

presentaban los valores más bajos en este indicador, son las dos únicas jurisdicciones en donde el 

número de hogares que carecía de acceso al agua adentro de la vivienda y/o del terreno aumentó 

con respecto al año 2001.  

En el año 2010 menos de la mitad de los hogares con presencia de infantes residían en 

viviendas conectadas a la red cloacal. El 28,34% solo contaba con descarga a pozo ciego, hoyo, 

excavación en la tierra u otras soluciones inadecuadas. En Santiago del Estero y Misiones estaban 

en esa situación el 50,34% y el 50,15% de los hogares, respectivamente. Les seguían las 

provincias de Chaco (44,27%), Santa Fe (37,7%), San Juan (37,41%), Formosa (37,3%), Tucumán 

(35,24%), Corrientes (31,65%), Salta (27,88%), en donde la proporción de hogares en condición 

de precariedad sanitaria era mayor a la observada a nivel país.  

Ese año el 3,63% (446.289) de los hogares con presencia de infantes carecía de baño o letrina. De 

este total, el 36% habitaba en viviendas de calidad IV y el 32% en viviendas de la calidad III. En 

Santiago del Estero, Formosa y Chaco la cantidad de hogares que carecía de baño o letrina era 

alarmante, ascendiendo respectivamente al 11,24%, 10,07% y 9,51%. Salta, Misiones, Tucumán, 

Jujuy, Corrientes, Catamarca y San Juan presentaban valores menos extremos, pero por encima 

del promedio nacional. El 5,25% de los hogares que tenían baño y letrina compartían ese espacio 

con otro hogar. Ese promedio era superado en las provincias de Jujuy (11,99%), Salta (10,58%), 

San Juan (8,56%), Tucumán (7,89%), ciudad de Buenos Aires (7,48%), Mendoza (6,87%), 

Corrientes (5,92%) y Formosa (5,75%). De todas esas jurisdicciones, el número de hogares que 

compartían el baño o letrina, solo se incrementó en la ciudad de Buenos Aires y Formosa, que en 

2001 tenían el 6,82% y el 5% de los hogares en dicha situación.   



 

El censo (de donde fue tomada la información a la que acaba de aludirse) no mide de forma directa 

el acceso a otras redes de servicios, a las que solo podemos acercarnos a través de otros 

indicadores. La conectividad a la red de gas natural, por ejemplo, puede aproximarse a partir de la 

medición del combustible que utilizan los hogares para cocinar. La importancia de acceder a esa 

red está estrechamente vinculada con la peligrosidad que presentan otros combustibles, como la 

leña, el carbón o las garrafas, que pueden producir accidentes nocivos para la salud y la vida. En 

Argentina, en el año 2010, el 59,22% de los hogares con presencia de niños, niñas y 

adolescentes carecía de conexión a la red de gas natural. Misiones, Corrientes, Chaco y 

Formosa no cuentan con red de gas natural, por lo que el 100% de la población está privada de 

dicho acceso. La Rioja, Catamarca, Córdoba, Entre Ríos, Jujuy, Salta, San Juan, Santa Fe, Santiago 

del Estero y Tucumán, poseen esa red pero la mayoría de los hogares con población infante no 

accedía a la misma. Las situaciones más extremas tienen lugar en los hogares que deben cocinar 

con leña o carbón, cuya proporción era en argentina del 4,58%. Ese promedio de hogares era 

superado y alcanzaba magnitudes alarmantes en Misiones (31,87%), Santiago del Estero 

(25,37%), Formosa (22,4%), Salta (16,4%), Chaco (15,74%), Corrientes (14,78%), Jujuy (10,93%) 

y Catamarca (9,2%). Finalmente, cabe señalar que el 54,7% de los hogares que cocinaban con 

leña o carbón habitaban viviendas de calidad IV, mientras que el 23,9% lo hacía en viviendas de 

calidad III.    

El análisis presentado pone en evidencia la persistencia de vulneraciones al derecho a una vivienda 

digna de los niños, niñas y adolescentes. Refleja además que en esta dimensión las privaciones 

tienden a ser convergentes, agravando las condiciones en las que se desarrolla la vida cotidiana. 

Casi un tercio de la población infantil del país habitaba en 2010 en condiciones de déficit 

habitacional y cerca de la mitad lo hacía en condiciones de hacinamiento. En la mayoría de 

los casos, ese déficit era de carácter cualitativo, de modo que podría reducirse mediante el 

desarrollo de políticas orientadas a la rehabilitación y adecuación de las viviendas. Formosa, 

Santiago del Estero, Chaco, Misiones, Salta, Corrientes, Tucumán y Jujuy presentaban las 

situaciones más críticas, ya que superaban el promedio nacional en todas las variables que 

integran este aspecto. Tierra del Fuego y la Ciudad de Buenos Aires presentaban situaciones 

menos críticas, pero entre los años 2001 y 2010 habían experimentado algunos retrocesos en las 

condiciones de vivienda y hábitat. 

Un aspecto interesante que se desprende del análisis es que el hacinamiento afecta a los niños, 

niñas y adolescentes que habitan en viviendas que a simple vista son adecuadas y se agrava entre 

los que residen en condiciones precarias. En este sentido, el hacinamiento, que es considerado 

clave a la hora de pensar las condiciones de habitabilidad, no se limita a los barrios más 

desfavorecidos sino que se extiende por todo el territorio, aunque en los últimos asume niveles 

más dramáticos, acentuando la situación de vulnerabilidad en que se encuentra esa población. 

Algo similar sucede cuando se observa la relación entre el hacinamiento y la seguridad en la 

tenencia: en 2010 más de un tercio de los hogares que tenían seguridad en la tenencia vivían 

hacinados y superaba la mitad de los hogares con inseguridad en la tenencia, alcanzando en 

algunos casos valores superiores al 90%, como en los hoteles pensión e inquilinatos.  

La calidad de los materiales de las viviendas y el acceso a los servicios básicos de saneamiento de 

la población infante presentaba en 2010 valores alarmantes. El 25,9% de las viviendas en donde 



 

habitaban niños, niñas y adolescentes estaban construidas con materiales poco sólidos, 

resistentes o de baja calidad y el 40,07% de los hogares con presencia de esa población habitaba 

en viviendas con conexiones insuficientes a los servicios de saneamiento. El 41% de los hogares 

que accedían al agua fuera de la vivienda pero dentro del terreno habitaba en viviendas construidas 

con materiales poco sólidos o resistentes; el 47% que lo hacía fuera de la vivienda y del terreno 

habitaba en las viviendas de peor calidad; y el 68% que carecía de baño o letrina habitaba en 

viviendas de alguna de esa dos calidades. 

El análisis de las condiciones de vivienda y hábitat refleja que la población infantil desarrolla su vida 

cotidiana en condiciones de habitabilidad inadecuadas, poniendo en riesgo su integridad, 

afectando su bienestar y comprometiendo el resto de sus derechos. Esto  pone de relieve la 

necesidad de ampliar, fortalecer y profundizar las políticas habitacionales en el país y en cada 

provincia para garantizar que los niños, niñas y adolescentes de nuestro país crezcan y desarrollen 

sus actividades cotidianas en un espacio adecuado. 

  



 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) se refiere en su 

artículo 12 al derecho de toda persona de disfrutar del nivel más alto posible de salud física y 

mental. Para dar plena efectividad a dicho derecho se considera necesario que los Estados 

adopten un conjunto medidas específicas, como la reducción de la mortinatalidad y mortalidad 

infantil, la prevención y tratamiento de las enfermedades, y la creación de condiciones que 

permitan la asistencia y servicio médico en caso de enfermedad. Para evaluar el cumplimiento 

efectivo de esos derechos es necesario conocer la situación de enfermedad y sanidad de la 

población infantil así como los niveles y formas de acceso de esa población al sistema de salud.  

En los siguientes apartados se seleccionarán una serie de indicadores vinculados con la salud de la 

población infante que visibilizan los niveles de cumplimiento de las obligaciones estatales en esta 

materia y  algunas de las vulneraciones de derechos que sufren los niños, niñas y adolescentes 

del país. Los datos que se presentan provienen de fuentes diversas: los censos de población, 

hogares y viviendas realizados en los años 2001 y 2010; los relevamientos anuales de la Dirección 

de Estadísticas e Información de la Salud (DEIS) del Ministerio de Salud de la Nación; la Encuesta 

Mundial de Salud Escolar, realizada en el año 2012 por el Ministerio de Salud de la Nación y el 

Ministerio de Educación de la Nación en colaboración con UNICEF, UNESCO y ONUSIDA; y la 

Encuesta Nacional de Protección y Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 

Social realizada en el año 2011. Cabe señalar que existen diferencias entre los informes 

“Defunciones de menores de cinco años. Indicadores seleccionados” publicado en el año 2016 

por la Dirección de Estadísticas e Información de la Salud del Ministerio de Salud de la Nación y 

“Salud materno infantil. Diagnóstico de Situación. República Argentina 2005-2014” publicado por 

la Dirección Nacional de Maternidad e Infancia del mismo Ministerio, con respecto a la Tasa de 

Mortalidad Neonatal y a la Tasa de Mortalidad Posneonatal. En el diagnóstico que aquí se presenta 

se recuperaron los datos del primer informe señalado.    

Los niveles de mortalidad y las causas de enfermedad entre los niños, niñas y adolescentes están 

estrechamente vinculados a factores biológicos, demográficos, socioeconómicos, culturales, 

ambientales, geográficos y de acceso real al sistema de salud. La tasa de mortalidad así como el 

peso de cada uno de los aspectos mencionados varía según el grupo etario. La Dirección de 

Estadísticas e Información de la Salud del Ministerio de Salud de la Nación, realiza relevamientos 

anuales que permiten observar el comportamiento de la tasa de mortalidad infantil de menores de 

cinco años, la tasa de mortalidad infantil neonatal y la tasa de mortalidad infantil posneonatal9.  

La tasa de mortalidad de los niños menores de 5 años relaciona las defunciones producidas en ese 

grupo etario en un año determinado y el número de bebés nacidos vivos en ese mismo periodo, 

                                                           
9 El último registro publicado refiere al año 2014. 



 

reflejando tanto la mortalidad infantil como la de la primera infancia (DEIS, 2016). Cuando esa tasa 

presenta valores elevados, puede estar expresando que las condiciones perinatales para las 

madres no son saludables o bien que los niños y niñas están expuestos a factores adversos en los 

primeros años de vida (DEIS, 2016). En Argentina esa tasa fue en el año 2014 de 12,2 defunciones 

cada mil bebés nacidos vivos, dando cuenta de una reducción con respecto al año 2000 en el que 

se habían registrado 16,6 defunciones cada mil bebés nacidos vivos. La tasa de mortalidad infantil 

del año 2014 estaba por debajo de la de América Latina, en donde se producían 19,9 defunciones 

cada mil nacidos vivos, y era junto a la de Cuba (5.5 defunciones cada mil nacidos vivos), Chile (7.4 

defunciones cada mil nacidos vivos) y Costa Rica (9.4 defunciones cada mil nacidos vivos) de las 

más bajas de la región (CEPAL, 2015).  

Aproximadamente, dos tercios de esas muertes se produjeron por afecciones perinatales y 

malformaciones, representando el 70,1% de las causas de defunción. La tasa promedio de 

mortalidad infantil registrada a nivel nacional fue superada por las provincias de Corrientes 

(17,6‰), Formosa (17,5‰), Chaco (15,7‰), Salta (15,2‰), Tucumán (14,7‰), La Rioja (14‰), 

Santiago del Estero (13,1‰), San Luis (13‰), San Juan (12,9‰) y Jujuy (12,8‰). La provincia 

de Tierra del Fuego y la ciudad de Buenos Aires fueron las únicas jurisdicciones en donde se 

incrementó con respecto al año 2005, mostrando un comportamiento inverso a lo observado en 

el país y el resto de las provincias, en donde la tasa de mortalidad infantil se redujo. 

El análisis de las tasas de mortalidad por grupos etarios permite alcanzar un conocimiento más 

detallado sobre las condiciones de enfermedad y sanidad de la población infantil así como de los 

factores que inciden en el riesgo de muerte. Se denomina mortalidad neonatal a la ocurrida en los 

primeros 27 días de vida y posneonatal a la se produce entre el fin de ese periodo y el año de 

edad. Según la clasificación realizada por el Ministerio de Salud, el 59% de las defunciones 

neonatales y el 69,3% de las posneonatales producidas en el año 2014 eran reducibles10. 

La tasa de mortalidad infantil neonatal fue del 7,2 por cada mil bebés nacidos vivos (5.576 

defunciones), mostrando una reducción con respecto al año 2000 en el que ese indicador 

alcanzaba el 10,2 cada mil bebés nacidos vivos. En las provincias de Corrientes (12‰), Tucumán 

(10,6‰), La Rioja (9,5‰), Formosa (9,3‰), Salta (8,9‰), Jujuy (8,1‰), Chaco (7,8‰), San Juan 

(7,7‰), Entre Ríos (7,4‰) y Santiago del Estero (7,4‰) la tasa de mortalidad infantil neonatal 

superó la registrada a nivel nacional.  

Si bien en el año 2014 la tasa de mortalidad infantil neonatal se redujo con respecto al año 2000, 

fue mayor a la del año 2005, en el que se registraron 6,5 defunciones cada mil bebés nacidos 

vivos, representando la más baja del periodo. En la ciudad de Buenos Aires y las provincias de 

Buenos Aires, Corrientes, Jujuy, La Rioja, Neuquén, Salta, Santa Cruz, Santa Fe, Santiago del 

Estero, Tucumán y Tierra del Fuego fueron  esa tasa ascendió entre los años 2005 y 2014.  

En el año 2014 la tasa de mortalidad infantil posneonatal fue de 3,4 defunciones cada mil bebés 

nacidos vivos, reflejando un descenso con respecto al año 2000 en el que ese valor era de 5,7 

defunciones cada mil bebés nacidos vivos. La tasa de mortalidad infantil posneonatal registrada a 

nivel país fue superada por las provincias de Chaco (5‰), Formosa (4,9‰), Corrientes (3,9‰), 

Salta (3,9‰), La Rioja (3,8‰), San Luis (3,8‰), Buenos Aires (3,7‰)  y Santiago del Estero (3,5‰). 

                                                           
10 La clasificación de las causas de muerte según “Criterios de Reducibilidad” comenzó a ser utilizada en Argentina 

en el año 1985 con el propósito de sustentar la toma de decisiones e implementar políticas públicas adecuadas. 

Esa clasificación fue revisada en 1996 y reformulada en 2011, considerando los avances tecnológicos y 

científicos y las modificaciones en las modalidades de atención (DEIS, 2016).  

 



 

También en este caso, aunque la tasa de mortalidad infantil posneonatal del año 2014 se redujo 

con respecto al año 2000, muestra un incremento en comparación con el año 2005, en el que se 

registraron 2,3 defunciones cada mil bebés nacidos vivos. Esa tendencia se observa en todas las 

jurisdicciones del país, excepto en La Pampa, Jujuy y Catamarca, que son las únicas provincias en 

donde esa tasa se redujo entre los años 2005 y 2014. 

Las causas de la mortalidad posneonatal están relacionadas con las condiciones del medio 

ambiente en donde el bebé crece y se desarrolla. En la mayor parte de los casos estas 

defunciones presentan síntomas y signos, que permiten anticiparse y evitarlas. En este sentido, 

las defunciones producidas fuera de establecimientos de salud, pueden estar relacionadas con la 

falta de acceso real a ese sistema. Del total de defunciones producidas en el año 2014, el 21,7% 

había ocurrido en el domicilio particular del bebé. Ese promedio fue superado en las provincias de 

Formosa (33,9%), Catamarca (33,3%), Chubut (33,3%), La Pampa (30%), Tierra del Fuego 

(28,6%), Jujuy (28,1%), Buenos Aires (26,9%), Santa Cruz (23,5%), Misiones (23,1%) y Chaco 

(21,9%). Tucumán y la ciudad de Buenos Aires presentaron los menores valores de defunciones 

domiciliarias, alcanzando el 6,2% y el 9,2% respectivamente.  

La tasa de mortalidad de niños y niñas de entre 1 y 4 años fue a nivel país en el año 2014 de 0,43 

defunciones cada mil niños y niñas de entre 1 y 4 años de edad, mostrando un descenso con 

respecto al año 2000, en el que se registraron 0,67 defunciones cada mil niños y niñas de entre 1 

y 4 años de edad. La tasa registrada a nivel nacional en el año 2014 fue superada por las provincias 

de Formosa (0,9‰), Chaco y Tierra del Fuego (0,7‰ en cada una), Misiones, Salta y Santiago del 

Estero (0,6‰ en cada una), Mendoza, Catamarca, Córdoba, La Pampa,  Neuquén y San Juan 

(0,5‰ en cada una).  

El 30% de esas defunciones se produjeron por causas externas11, el 12,5% por afecciones en 

el sistema respiratorio y el 12,3% por malformaciones congénitas. Dentro del grupo cuya 

defunción se produjo por causas externas, se observa que 22,7% de las muertes tuvieron lugar 

en accidentes de tránsito, 17,3% fueron provocadas por ahogo y sumersión accidentales, 8,3% 

por la obstrucción accidental de la respiración, 7,5% por exposición al humo y/o fuego, 5,9% por 

envenenamiento y 3,1% por agresiones.    

La Dirección de Estadística e Información sobre la Salud del Ministerio de Salud de la Nación 

publicó en los últimos años informes con indicadores seleccionados de salud para población de 10 

a 19 años de edad. Esos datos dan cuenta que en el año 2014  la tasa de mortalidad para ambos 

sexos entre la población adolescente era de 5,4 ‰, ascendía al 7,4‰ entre los varones y 

descendía al 3,3‰ entre las mujeres. La tasa nacional considerada para ambos sexos era superada 

en las provincias de Formosa (7,8‰), Chaco (7,5‰), Catamarca (7‰), Santa Fe (6,8‰), Santiago 

del Estero, Salta, Misiones y Entre Ríos (6,1‰ en cada una), Jujuy y Chubut (6‰ en cada una), 

Tucumán y Corrientes (5,7‰ en cada una). El 25,1% de la población adolescente que había 

fallecido en el año 2014, no estaba asociada a ningún sistema de atención a la salud. 

                                                           
11 A nivel nacional se recupera la Clasificación Internacional de Enfermedades y Problemas Relacionados con la 

Salud propuesta por la Organización Mundial de la Salud. Según esta clasificación las lesiones por causas externas 

refieren a la exposición de un cuerpo a un nivel de energía mayor a su margen de tolerancia. Las defunciones 

producidas por golpes, accidentes, la falta de elementos esenciales para la vida (como el agua, el aire y el calor), 

son algunas de las causas incluidas en esta categoría. 



 

Entre la población que tenía entre 10 y 17 años de edad, más de la mitad de las defunciones 

(1.275) se produjeron por causas externas, es decir por el sometimiento del cuerpo a niveles de 

energía mayores de los que es posible tolerar. Estas lesiones pueden diferenciarse entre las que 

son intencionales (por ejemplo, suicidios y homicidios) y las que son no intencionales (por ejemplo, 

accidentes de tránsito). Del total de adolescentes de entre 10 y 17 años de edad fallecidos por 

causas externas, el 48,7% había sufrido un accidente, principalmente de tránsito; el 22,4% se 

había suicidado; y el 13,6% había muerto como resultado de agresiones con armas de fuego u 

objetos cortantes.  El 12,85% de la población adolescente que se había suicidado tenía entre 10 y 

14 años de edad. Cabe señalar además que la tasa trienal de mortalidad de adolescentes (por cada 

100.000 habitantes) por suicidios ascendió desde el 2,5‰ en el periodo 1990-1992 al 7,2‰ en el 

periodo 2011-2013. En el último periodo superaban la tasa de suicidios registrada a nivel nacional 

las provincias de Salta (21,1‰), Jujuy (19,5‰), Chubut (15‰), Formosa (14,9‰), Catamarca (14‰), 

La Rioja (13,9‰), Tucumán (11,8‰), Santa Cruz (9,3‰), Neuquén y Chaco (8,5‰ en cada una) y 

San Juan (7,4‰).   

En 2014 fallecieron 39 madres adolescentes, 21 de ellas por causas obstétricas directas, 13 por 

causas obstétricas indirectas, y 5 por embarazos terminados en aborto. Ese año se produjeron 579 

defunciones infantiles de madres de entre 12 y 17 años de edad. La tasa de mortalidad perinatal 

entre las madres adolescentes había sido de 12 defunciones cada mil bebés nacidos vivos. Esa 

tasa era superada en las provincias de Corrientes (19,7‰), La Rioja (17,2‰), San Luis (16,9‰), Río 

Negro (16,1‰), San Juan (16‰), Formosa (15‰), Tucumán (14,3‰), Jujuy (13,9‰), Chaco 

(13,7‰), Santa Fe (13,6‰), Mendoza (12,5‰).   

En los años 2007 y 2012, el Ministerio de Salud y el Ministerio de Educación de la Nación en 

colaboración con UNICEF, UNESCO y ONUSIDA realizaron en nuestro país la Encuesta Mundial de 

Salud Escolar. El universo de esta encuesta fueron los adolescentes de entre 13 y 15 años que 

asistían a establecimientos educativos, permitiendo acceder a un conocimiento parcial de las 

condiciones de salud de una parte de la población adolescente. 

La encuesta realizada en el año 2012, dio cuenta que la población adolescente está expuesta a 

una creciente influencia de las enfermedades no transmisibles. En primer lugar, se observa 

que entre los años 2007 y 2012 se incrementó el sobrepeso y la obesidad, que creció 4 puntos 

porcentuales en el primer caso y 1,5 puntos porcentuales en el segundo. En el año 2012, el 28,6% 

de los adolescentes tenía sobrepeso, siendo mayor entre los varones y los grupos de menor 

edad. Este porcentaje mostró una variación amplia entre provincias, presentando Tierra del Fuego 

los valores más altos (45,2%) y Córdoba los más bajos (22,5%). El 5,9% de los adolescentes 

encuestados padecía obesidad, también en este caso esa enfermedad era más frecuente entre la 

población masculina (8,3%) que entre la femenina (3,6%). 

En segundo lugar, el 24,1% de los encuestados declaró haber consumido tabaco en el último 

mes, de ese total el 70,2% mostró algún signo de dependencia. La mitad de los estudiantes 

declararon haber consumido alcohol al menos una vez en el último mes, el 54,9% de los 

encuestados de 13 años y el 66,7% de los de 15 años señaló haber tomado dos o  más tragos el 

día que bebió. El 10% declaró haber consumido alguna droga ilícita en los últimos 30 días, de ese 

total el 62% había consumido por primera vez antes de los 14 años. La droga que se consumió 

con más frecuencia fue la marihuana (8,4%), seguida del paco (3,4%) y el éxtasis (2,7%). 

En tercer lugar, se observó un crecimiento de las lesiones por causas externas, que como se 

señaló previamente es una de las principales causales de muerte entre la población adolescente. 



 

En 2012 el 24,8% de los adolescentes encuestados declaró haber sido agredido físicamente al 

menos una vez en el último año. El 33,3% había sufrido en ese periodo al menos una lesión de 

gravedad, siendo la más frecuente la fractura de un hueso o la dislocación de una articulación. El 

7,3% de esos estudiantes se había lesionado en un accidente automovilístico o había sido 

atropellado. El 34,1% declaró haber participado en una pelea física al menos una vez en el último 

año, siendo este porcentaje más alto entre los varones (44,2%) que entre las mujeres (24,7%). El 

24,5% de los adolescentes había sido intimidado en los últimos 30 días, de ese total el 9,6% había 

recibido golpes o fue encerrado.  

Los hechos de intimidación o agresión por parte de pares, el abuso y/o negligencia en la infancia, 

son algunos de los factores que inciden en la posibilidad de suicido, que es una de las causas 

de muerte que se incrementó en los últimos años entre la población adolescente. En el año 

2012 el 16,9% de los adolescentes había considerado la posibilidad de suicidarse y el 16,2% lo 

había intentado en el último año. Los intentos de suicido habían sido más frecuentes en Salta 

(24,9%), Catamarca  y Neuquén (23,8% en cada una), mientras que las proporciones más bajas se 

registraron en la ciudad de Buenos Aires (12,2%) y La Pampa (12,7%).  Si bien los sentimientos de 

soledad, preocupación y angustia fueron más frecuentes entre las mujeres, la razón entre ambos 

sexos por suicidio fue de cuatro hombres por cada mujer.    

Teniendo en cuenta los indicadores de sanidad y enfermedad, así como la importancia que tienen 

los primeros años de edad en el desarrollo biológico y psicológico de la población infante, es de 

particular importancia conocer las formas de acceso al sistema de salud. Con este propósito se 

seleccionaron indicadores que reflejan los modos de acceso a la asistencia y servicio médico y los 

niveles de cobertura médica, focalizando el análisis en cómo se resuelve ese acceso entre grupos 

etarios y cuáles son los niveles de cobertura entre los niños, niñas y adolescentes con alguna 

discapacidad.     

En la actualidad, en Argentina, ese acceso se resuelve a través de un plan médico prepago, obra 

social, programas y planes estatales de salud, o en el sistema público de salud. Cada una de estas 

modalidades involucra situaciones diferentes: los planes prepagos son una cobertura de salud 

privada; las obras sociales son un derecho asociado al trabajo de la persona que se desempeña 

como jefe o jefa de hogar y extiende esa cobertura al resto de su familia; y los programas y planes 

sociales son un dispositivo de asistencia estatal, que depende fundamentalmente de la decisión 

de los gobiernos de mantenerlos vigentes y cuyo alcance está sujeto a las asignaciones 

presupuestarias anuales. 

La comparación entre los datos de los censos de población, hogares y viviendas realizados en los 

años 2001 y 2010 muestra que el acceso de la población infante a la cobertura de salud tuvo una 

mejoría, creciendo del 45% al 53,66% en ese periodo de tiempo. Sin embargo, en el año 2010 el 

43,92% de la población de 17 y menos años de edad carecía de cobertura de salud, por lo 

que accedía al médico a través del sistema público de salud, y solo el 2,42% accedía a un plan 

o programa estatal de salud. Esta situación se agravaba en las provincias de Chaco (67,31%), 

Formosa (65,82%), Santiago del Estero (63,53%), Corrientes (54,24%), Salta (52,84%), San 

Juan (50,12%), Misiones (48,89%) y San Luis (47,69%) en donde la proporción de infantes sin 

cobertura de salud superaba el promedio nacional. Cabe señalar que Corrientes, Formosa, Chaco y 



 

Salta fueron algunas de las provincias en donde se registraron las mayores tasas de mortalidad 

infantil del país. 

 

 

De acuerdo con los mismos datos censales, en 2010 el 47,85% de los niños, niñas y 

adolescentes que presentaban dificultades o limitaciones permanentes para ver, oír, 

caminar o subir, agarrar objetos y/o aprender o entender carecía de cobertura de salud. 

Específicamente, carecían de cobertura de salud el 45% que tenía dificultades o limitaciones 

permanentes para ver, el 51% que tenía dificultades o limitaciones permanentes para oír, el 46% 

que tenía dificultades o limitaciones permanentes para caminar o subir, el 44% que tenía 

dificultades o limitaciones para agarrar objetos, y el 50% que tenía dificultades o limitaciones 

permanentes para aprender o entender. Estos valores se agravaban en algunas provincias, que 

superaban el promedio nacional e incluso alcanzaban valores extremos. El total de niños y niñas 

con una o más limitaciones o dificultades permanentes que carecían de obra social era del 

67,8% en Formosa, 67,6% en Chaco,  60,7% en Santiago del Estero, 54,5% en Corrientes, 

54,1% en Salta, 53,3% en Misiones, 52% en San Luis, 50,5% en San Juan, 49,3% en Jujuy, 

48,9% en Mendoza,  48,8% en Catamarca, 48,1% en Santa Fe.  

La Encuesta Nacional de Protección y Seguridad Social (ENAPROSS) realizada por el Ministerio de 

Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación en el año 2011, permite profundizar en el vínculo 



 

que tienen los niños, niñas y adolescentes con el sistema de salud12. Sus resultados dieron cuenta 

que el 20,1% de los hogares encuestados con presencia de menores vive en localidades que 

no cuentan con Hospital Público y centro de atención primaria de la salud o salita estatal. 

De los niños y niñas que no tenían cobertura de salud y se atendían en el sistema público el 

43,3% tenía entre 0 y 4 años, el 39,4% entre 5 y 12 años, y 36,9% entre 6 y 17 años de edad. Los 

grupos de menor edad son los que más requieren del sistema de salud: en el año 2011 el 

94,7% de los niños y niñas de entre 0 y 4 años de edad había realizado al menos una consulta al 

médico en el último año, proporción que descendía al 80,8% en el grupo de entre 5 y 12 años y al 

66,4% en el grupo de entre 6 y 17 años de edad. Asimismo, se observa una correlación 

significativa entre la ausencia de cobertura de salud y el clima educativo del hogar, así 

como entre ésta y el nivel de ingresos per cápita familiar. El 55,3% de los infantes que 

asistían al hospital público pertenecían a hogares en donde el clima educativo era bajo, y  el 63,3% 

y el 40,3%  de los que asistían a hospitales públicos pertenecían a hogares del primer y el 

segundo quintil de ingresos, respectivamente.         

La cobertura médica no solo indica las modalidades de acceso al médico, sino también a los 

medicamentos. Si bien Argentina contempla la distribución gratuita de aquéllos, la principal 

modalidad de acceso entre la población infante es su compra. Las prepagas y obras sociales, así 

como los planes y programas estatales de salud, prevén  descuentos en farmacias, que favorecen 

el acceso a los fármacos prescriptos por un médico. Según la Encuesta Nacional de Protección y 

Seguridad Social,  en el año 2011 el 39,3% de los chicos de entre 0 y 4 años, el 44,6% de los de 

entre 5 y 12 años y el 44,6% de los de entre 13 y 17 años de edad compraron los medicamentos 

que les fueron prescriptos por un médico sin contar con ningún tipo de descuento.  

El análisis realizado refleja la situación de vulnerabilidad en que se encuentra la población infante 

con respecto a su derecho a la salud, en una etapa clave del desarrollo biológico del ser humano. 

Si bien a nivel de las medias nacionales se observa una mejoría en varios de los indicadores que 

dan cuenta de los niveles de salubridad y acceso al sistema de salud, todavía existen desafíos en 

la materia. 

Aunque la tasa de mortalidad infantil se redujo y mostraba en el periodo analizado valores por 

debajo del promedio regional,  seguía siendo más del doble de la de cuba, que era el país que 

presentaba los valores más bajos. El 59% de las defunciones neonatales y el 69,3% de las 

posneonatales producidas en el año 2014 eran reducibles. A su vez, entre la población 

adolescente se observó una mayor incidencia de enfermedades no transmisibles, como el 

sobrepeso y la obesidad, y la persistencia del consumo de tabaco, alcohol y drogas. Para ese 

mismo grupo resulta preocupante el incremento de las lesiones y muertes producidas por causas 

externas y, en particular, el aumento de los suicidios. 

Esas desventajas se expresan de manera diferencial en el territorio. Formosa, Chaco, Salta y 

Santiago del Estero, mostraban valores por encima del promedio nacional en la tasa de mortalidad 

                                                           
12 Cabe recordar que esta encuesta se realizó sobre una muestra representativa en aglomerados urbanos de 5.000 

o más habitantes, por lo que no incluye a la población que habita, por ejemplo, en ámbitos rurales, que sí está 

considerada en otras fuentes utilizadas en el presente informe. A pesar de ello, se consideró pertinente incluir la 

información proveniente de dicha encuesta en el presente diagnóstico. 



 

neonatal, pos neonatal y de los niños y niñas de 1 a 4 años de edad. La Rioja y San Luis tenían 

este comportamiento en dos de esas tasas. Las provincias de Tucumán, San Luis, Mendoza, 

Tierra del Fuego, Misiones, Catamarca, Córdoba, La Pampa y Neuquén tenían valores por encima 

del promedio en una de las tasas mencionadas. De esas provincias, Formosa, Chaco, Salta, 

Santiago del Estero, Tucumán, San Luis, Mendoza, Tierra del Fuego, La Rioja, Misiones, y 

Neuquén habían presentado incrementos en al menos una de las tasas de mortalidad trabajadas 

con respecto al año 2005. De esta manera, el análisis por jurisdicciones, dio cuenta de 

situaciones críticas, en las que algunas tasas estaban por encima del promedio nacional y  

habían experimentado incrementos, oponiéndose a la tendencia descendente registrada a nivel 

país.  

La vulneración del derecho a la salud de la población infantil en algunas jurisdicciones se agrava 

cuando se relacionan los datos de salud y discapacidades con los de cobertura de salud. En este 

sentido, Santiago del Estero y Salta, que mostraban tasas de mortalidad infantil por encima del 

promedio nacional y una tendencia creciente en ese indicador, también estaban entre las 

provincias en donde la cobertura de salud de la población infante con o sin dificultades y 

limitaciones permanentes era menor a la registrada a nivel nacional. Esto se observa también en 

Chaco, Formosa, Corrientes, Misiones, San Juan y San Luis, que si bien habían reducido sus tasas 

de mortalidad infantil, estaban por encima del promedio nacional en al menos una de las 

trabajadas. Jujuy, Catamarca, Mendoza y Santa Fe, si bien presentaban una mejor situación con 

respecto a  la cobertura de salud de la población infantil, mostraban valores inferiores al promedio 

nacional en el grupo de niños, niñas y adolescentes que tenían al menos una dificultad o limitación 

permanente.        

De esta manera, los desafíos que se presentan a nivel nacional para superar la brecha entre el 

derecho a la salud y su reconocimiento efectivo se amplifica en algunas provincias. Esto pone de 

relieve la necesidad de profundizar las políticas públicas orientadas a mejorar las condiciones de 

sanidad y el acceso al sistema de salud a nivel nacional y en articulación con cada territorio para 

superar las diversas brechas que presentan en la actualidad. 

  



 

 

El derecho a la educación se encuentra reconocido en la Constitución Nacional y en diversos 

tratados internacionales de Derechos Humanos que gozan de jerarquía constitucional (artículo 75, 

inciso 22). Uno de esos tratados es el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, que reconoce ese derecho en su artículo 13, disposición que fue interpretada por el 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en las observaciones generales 11 y 13. 

En dichas observaciones se establece que los Estados deben garantizar la existencia de 

instituciones educativas suficientes y que las condiciones de estudio en esos establecimientos 

deben ser adecuadas; que las instituciones que imparten educación no deben implicar ningún tipo 

de discriminación y deben estar al alcance geográfico y económico de la población; que las formas 

en que se educa y el contenido curricular debe ser pertinente y adecuado para los estudiantes; y 

que la educación tiene que ser flexible para adaptarse a las transformaciones y responder a las 

necesidades de los estudiantes en contextos culturales y sociales variados. Estos principios son 

incluidos también en las leyes de Financiamiento Educativo (26.075), de Educación Nacional 

(26.206), y la de Protección Integral de los niños, niñas y adolescentes (26.061) de nuestro país, y 

una serie de normas locales que replican estos contenidos. 

Para conocer en qué medida esos derechos son ejercidos por los niños, niñas y adolescentes de 

nuestro país se analizaron indicadores que dan cuenta de la accesibilidad al sistema educativo, las 

trayectorias de las cohortes al interior de ese sistema, y las condiciones en que se imparte 

educación. Las fuentes utilizadas fueron los censos de población, hogares y viviendas de los años 

2001 y 2010, los registros publicados por la Dirección Nacional de Información y Estadística 

Educativa del Ministerio de Educación de la Nación entre los años 1997 y 2014, y la Encuesta 

Nacional de Protección y Seguridad Social realizada en 2011 por el Ministerio de Trabajo, Empleo y 

Seguridad Social de la Nación. 

La Encuesta Nacional de Protección y Seguridad Social13 realizada en 2011 por el Ministerio de 

Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación relevó, entre otras cuestiones, la distancia que 

tenían los hogares con presencia de menores de 18 años de edad con respecto a los servicios 

educativos estatales. Sus resultados dan cuenta que el 78,6% de esos hogares estaban a una 

distancia de 1.000 metros o menos de servicios educativos estatales de nivel inicial, preescolar o 

sala de 5 años. Esa distancia era de hasta 300 metros en el 25% de los hogares encuestados y de 

entre 300 y 1.000 metros en el 53,6% de los hogares relevados. El 21,3% restante de los hogares 

estaba a una distancia de más de 1.000 metros de los servicios educativos estatales de ese nivel 

de instrucción. La relación de distancia con respecto a los establecimientos estatales de educación 

primaria o EGB, era similar. El 20,7% de los hogares con presencia de menores estaba a una 

distancia de hasta 300 metros de dichos establecimientos, el 57,1% tenía la escuela más cercana 

entre 300 y 1.000 metros de distancia, y el 22,2% accedía a servicios educativos que estaban a 

más de 1.000 metros de distancia con respecto a su lugar de residencia.  Sin embargo, esas 

                                                           
13 Debe recordarse que esta encuesta se realizó en aglomerados de más de 5.000 habitantes, lo que excluye a la 

población de otros ámbitos, por ejemplo los rurales. 



 

distancias se ampliaban con respecto a los establecimientos estatales de educación secundaria o 

polimodal. En este sentido, la proporción de hogares con presencia de menores que estaba a más 

de 1.000 metros del establecimiento educativo estatal más cercano ascendía al 36,6%, es decir 

que superaba por más de diez puntos porcentuales lo observado en el nivel inicial y primario. Al 

mismo tiempo, la proporción de hogares que estaban a una distancia de menos de 300 metros 

descendía al 13,2%. El 50,2% de los hogares estaba a una distancia de entre 300 y 1.000 metros 

de distancia de los establecimientos estatales de nivel secundario o polimodal. 

La condición de asistencia escolar refleja el nivel de integración general de la población al sistema 

educativo así como de la permanencia en ese sistema, clasificando el vínculo de la población con 

la escuela a través de las categorías “asiste”, “asistió” y “nunca asistió”. Los datos censales 

muestran que la condición de asistencia escolar entre la población infantil mejoró entre los años 

2001 y 2010, incrementándose en 7,27 puntos porcentuales. No obstante, el 6,26% de la 

población que en ese momento estaba en edad de asistir al ciclo obligatorio (de 5 a 17 

años) no lo hacía, de los cuales el 0,86% nunca había ido a la escuela y el 5, 4% había 

asistido pero no lo seguía haciendo. En ocho provincias esa proporción superaba al promedio 

del país, constituyendo Misiones (13,35%), Chaco (12,83%) y Santiago del Estero (12,79%) los 

casos más extremos. En cada una de esas provincias los niños, niñas y adolescentes que estaban 

por fuera del sistema escolar era más de tres veces mayor a la registrada en Tierra del Fuego 

(2,9%), que era la provincia que presentaba la mejor situación.   

Para conocer con mayor exactitud qué características y dinámica asume la escolaridad de los 

estudiantes en cada uno de sus niveles (inicial, primario, ciclo básico y ciclo orientado del 

secundario), se recuperaron los indicadores relevados por la Dirección Nacional de Información y 

Estadística Educativa del Ministerio de Educación de la Nación en cada una de las escuelas del 

país entre los años 1997 y 2014. Allí se observa que en ese periodo el número de estudiantes 

creció en los niveles inicial y secundario. En el año 2014 el nivel inicial tenía 541.634 alumnos más 

que en el año 1997; ese incremento fue de 607.230 estudiantes más en el ciclo básico del 

secundario (séptimo a noveno año) y de 380.677 estudiantes más en el ciclo orientado (décimo a 

doceavo año). En el nivel primario (primero a sexto grado) la cantidad de estudiantes se redujo, 

pasando de 5.153.256 en el año 1997 a 4.550.923 en el año 2014, aunque de los cuatro niveles 

del ciclo de educación obligatoria es el que mayor cantidad de estudiantes tiene.  

 



 

 

 

En este sentido, se observa una tendencia positiva en relación a la inserción efectiva de los niños, 

niñas y adolescentes en el sistema educativo. Esto se comprueba a escala país y en los distintos 

niveles educativos. También se observa que en algunas provincias la población en edad escolar 

que asiste a un establecimiento educativo es inferior a la registrada a nivel nacional y que esa 

proporción muestra brechas entre provincias. En el año 2010, en Tierra del Fuego el 97,1% de la 

población infante asistía a un establecimiento escolar, siendo la provincia con los mejores 

valores en este indicador; esa proporción descendía al 86,65% en la provincia de Misiones, 

que era la que presentaba la situación más desfavorable. Sin embargo, las provincias en las 

que se registraron los niveles más bajos de escolarización, habían sido las que tuvieron las 

mejorías más significativas entre los años 2001 y 2010. Esto quiere decir que también en esos 

casos la tendencia en cuanto a la escolarización fue positiva, aunque todavía existen grandes 

desafíos.   

El nivel de escolarización de la población es relevante en tanto permite conocer el acceso efectivo 

que ese sector tiene a la escuela. Sin embargo, ese indicador no logra dar cuenta de cómo son los 

procesos de las cohortes al interior del sistema educativo. Las tasas de promoción efectiva, 

repitencia, abandono interanual y sobre edad habilitan un mejor abordaje en esa dirección.  

La tasa de promoción efectiva muestra cuántos de los estudiantes matriculados en un grado o año 

de nivel de enseñanza, se matriculan en el grado/año inmediato superior al año siguiente. Permite 

dar cuenta del progreso de una cohorte de un año a otro, representando un indicador clave para el 

análisis y proyección del flujo de estudiantes en el ciclo educativo. En Argentina, la tasa de 

promoción efectiva del nivel primario creció del 91,69‰ en el año 2003 al 97,08‰ en el año 2013 

y del 74,25‰ al 79,13‰ en el ciclo orientado del nivel secundario. En cambio, en el ciclo básico 

del nivel secundario se observa una reducción, puesto que esa tasa pasó del 82,22‰ en el año 

2003 al 80,5‰ en el año 2013. Es decir que entre los años 2003 y 2013 disminuyó la cantidad de 

estudiantes que se matriculó en el año inmediatamente superior al anterior cursado en el ciclo 

básico del secundario, dando cuenta de un retroceso en el progreso de las cohortes en ese nivel.  

 



 

 

 

Uno de los motivos que incide en la disminución de la tasa de promoción efectiva es la necesidad 

de repetir el año, es decir de volver a cursar un grado o año que había sido cursado y desaprobado. 

La tasa de repitencia indica cuantos alumnos matriculados en un grado o año que se matriculan 

como alumnos repitentes en el grado o año siguiente, dando cuenta de la cantidad de alumnos 

que no lograron promocionar y  por lo tanto deben re cursar un grado o año ya realizado. El ciclo 

básico del secundario presenta un aumento de 2,22 puntos en la tasa de repitencia total 

entre los años 2003 y 2013, pasando del 9,36‰ en 2003 al 11,58‰ en 2013. Entre las 

jurisdicciones en donde este indicador fue más elevado en el año 2013, encontramos a la Ciudad 

de Buenos Aires (23,38‰) y a las provincias de Chubut (12,86‰), Tierra del Fuego (13,80‰), 

Rio Negro (15,39‰), Entre Ríos (15,64‰), San Juan (15,96‰), Neuquén (16,7‰) y Santa Cruz 

(21,76‰).  

En el nivel primario la tasa de repitencia disminuyó significativamente, pasando del 6,5‰ en el año 

2003 al 2,14‰ en el año 2013. En el ciclo orientado del nivel secundario esa tasa era del 6,86‰ en 

el año 2003 y  del 6,35‰ en el año 2013, sin embargo se observan variaciones en los años 

intermedios en donde llegó a 8,09‰ (año 2006), para luego disminuir gradualmente hasta alcanzar 

poco menos de su valor original.  En el año 2013, en ese ciclo educativo, las provincias de 

Neuquén (11,93‰), Rio Negro (11,47‰) y Santa Cruz (12,28‰) tenían tasas de repitencia que 

superaban por más de cuatro puntos a la registrada a nivel nacional. 

Otro indicador clave para entender el flujo de estudiantes en el sistema educativo es la tasa de 

abandono interanual, que refleja la proporción de estudiantes que abandonaron sus estudios. En 

el periodo 2013-2014 este indicador mostró un incremento gradual a mayor ciclo educativo: 

era muy baja en el ciclo primario (0,78‰), crecía más de siete puntos en el nivel básico del 



 

secundario (8,37‰), y se incrementaba en una proporción similar en el ciclo orientado del 

nivel secundario (14,51‰). En cuanto a su evolución temporal, en el ciclo orientado del nivel 

secundario se observa una disminución entre el periodo 2003-2004 y el periodo 2013-2014, 

pasando respectivamente del 18, 89‰ al 14,51‰. Esa disminución fue menos significativa en el 

nivel primario, que pasó del 1,81‰ en el periodo 2003-2004 al 0,78‰ en el periodo 2013-2014, y 

en el ciclo básico del nivel secundario en el que ese indicador fue del 8,41‰ para el primer periodo 

y del 8,37‰ en el segundo.  

En el periodo 2013-2014 la tasa de abandono interanual en el nivel primario, superaba a la 

registrada a nivel nacional en las provincias de Corrientes (3,85‰), Misiones (2,45‰), La Rioja 

(1,82‰), San Juan (1,66‰), Chaco (1,53‰), Santiago del Estero (1,27‰), Salta (1,16‰), Formosa 

(1,01‰) y Entre Ríos (0,92‰). Esa tasa era superado en el ciclo básico secundario por San Juan 

(10,95‰), Corrientes (10,93‰), Neuquén (10,61‰), Entre Ríos (10,42‰), Tucumán (10,01‰), 

Formosa (9,99‰), Chubut (9,98‰), Santa Fe (9,41‰), Jujuy (9,18‰), Mendoza (9,06‰), Río Negro 

(8,81‰), Chaco (8,69‰), Misiones (8,44‰) y Córdoba (8,08‰). En el ciclo orientado del nivel 

secundario tenían una tasa de abandono interanual mayor a la nacional las provincias de Buenos 

Aires (16,65‰), Santa Cruz (16,55‰), Santiago del Estero (15,73‰), Mendoza (15,47‰), Chubut 

(14,6‰). 

Por otra parte, la tasa de sobre edad permite conocer la cantidad de estudiantes que tienen una 

edad mayor a la que corresponde al año de estudio que están cursando. La sobre edad puede 

estar relacionada con una diversidad factores, como por ejemplo la pérdida de uno o más años de 

estudio y/o la repitencia. De esta manera, es un indicador que también aporta información sobre la 

proyección de las cohortes en el tiempo. Las series construidas para el periodo 2003-2014 

muestran que la tasa de sobre edad en el nivel primario disminuyó progresivamente, pasando del 

22,8‰ en 2003 al 13,21‰ en el año 2014. En el ciclo básico del nivel secundario, en cambio, esa 

tasa aumentó del 32,7‰ en el año 2003 al 34,7‰ en el año 2014, con picos que alcanzaron el 

38,55‰ en el año 2008. Esos picos también se observan en el ciclo orientado del nivel secundario, 

en donde la tasa de sobre edad era del 35,48‰ en 2003, alcanzó el 38,06‰ en el año 2009, y 

luego disminuyó hasta llegar al 34,41‰ en 2014. La comparación entre los diferentes niveles 

educativos refleja nuevamente que en el ciclo secundario este indicador muestra un 

comportamiento peor que en el primario.  

El análisis de la tasa de sobre edad a nivel provincial para el año 2014, pone en evidencia que en 

algunas provincias este indicador asume valores particularmente graves. En el nivel primario la 

tasa de sobre edad para el total del país era del 13,21‰. En la provincia de Corrientes esa tasa 

era 24,35 puntos mayor a la nacional (37.56‰) , y en las provincias de  Formosa, Misiones, 

San Juan, San Luis y Santiago del Estero superaba por más de 8 puntos la tasa del país. En 

el ciclo básico del nivel secundario la provincia de Corrientes mostraba nuevamente los peores 

indicadores, superando por 13,41‰ puntos la tasa registrada a nivel nacional. Entre Ríos, Formosa, 

Misiones, Salta, San Juan, Santiago del Estero,  Chubut y Santa Cruz tenían tasas por encima de 

los 40 puntos. Finalmente, en el ciclo orientado del nivel secundario, Santa Cruz presentaba los 

peores indicadores, con una tasa de sobre edad que superaba por 12,09 puntos a la registrada a 

nivel nacional. En este caso, las provincias de Corrientes, Formosa, Salta, San Juan, Santiago del 

Estero, Neuquén, Rio Negro y Chubut tenían tasas por encima de los 40 puntos.  



 

El reconocimiento del derecho a la educación implica  entre otras cosas que las condiciones de las 

instituciones en las que se imparte educación sean adecuadas, en la medida en que contribuyen a 

crear un ambiente educativo apropiado. Los indicadores construidos a nivel nacional por los 

organismos oficiales tienen limitaciones para reflejar el ambiente educativo, lo que obstaculiza el 

diseño e implementación de políticas públicas que permitan mejorar el cumplimiento de  ese 

derecho.  

Aun así, la cantidad de estudiantes por sección habilita una primera aproximación, aunque limitada, 

a las condiciones en que se imparte educación. En el año 2014 existían en el país 77.312 

secciones educativas para atender la demanda de los 1.687.543 estudiantes que asistían al nivel 

inicial, es decir que había un promedio de 22 alumnos por sala. Esa relación se mantenía a escala 

nacional en el sector de gestión estatal y en el de gestión privada. Las provincias de Buenos Aires, 

Córdoba y Tucumán tenían más alumnos por sala que el registrado a nivel nacional para ambos 

sectores de gestión educativa. 

En el nivel primario se contabilizaron a nivel nacional 201.980 secciones educativas a las que 

asistían 4.550.923 alumnos, dando un cociente de 23 estudiantes por sección. En este caso se 

observan disparidades en los sectores de gestión estatal y de gestión privada: mientras que 

en los primeros había un total de 21 estudiantes por sección, en los segundos esa relación 

ascendía a 28 alumnos.  Cabe señalar también que en todas las provincias la cantidad de 

estudiantes por sección en el sector de gestión privada, superaba a la registrada en las escuelas 

estatales. El análisis por provincias, pone en evidencia que también en este caso existen brechas 

entre las diferentes jurisdicciones. En las escuelas de gestión estatal la ciudad de Buenos Aires, la 

provincia de Buenos Aires, Córdoba, Salta, San Juan y Tucumán tenían una cantidad mayor de 

alumnos por sección que la registrada a nivel nacional. Con respecto a las escuelas de gestión 

privada, solo en las provincias de Buenos Aires y Córdoba esa relación fue mayor a la registrada 

para ese sector a nivel país. 

En el nivel secundario, tomando en cuenta el ciclo básico y el ciclo orientado, había un total de 

157.425 secciones a las que asistían los 3.896.467 estudiantes del país. Considerando ambos 

sectores de gestión, había en argentina un total de 25 de estudiantes por sección, relación que 

descendía a 24 alumnos en el sector de gestión estatal y ascendía a 27 alumnos en el sector de 

gestión privada. También en este caso, se observa que en la mayoría de las provincias el número 

de estudiantes por aula en el sector privado superaba al registrado en los colegios de gestión 

estatal. En el conurbano bonaerense y las provincias de Córdoba, Corrientes, Chaco, Jujuy, Salta, 

San Juan y Tucumán el número de estudiantes por sección educativa era superior al promedio 

registrado a nivel nacional en el sector de gestión estatal. En las escuelas de gestión privada esa 

relación era mayor a la nacional en las provincias de Buenos Aires, Córdoba, Salta, Santiago del 

Estero, Tucumán y Tierra del Fuego. 

Otro indicador de las condiciones en que se imparte educación está dado por la cantidad de 

docentes frente a alumnos, que también da cuenta de las condiciones en que esos docentes 

desarrollan su labor. En el nivel inicial había a nivel país en el año 2014, 86.031 docentes que 

estaban al frente de 1.687.543 alumnos. Esta relación era de 20 alumnos por docente en ambos 

sectores de gestión, 19 en el sector de gestión estatal y 20 en el sector de gestión privada. A nivel 

provincial se observa que esa relación era mayor en la provincia de Buenos Aires (25 alumnos por 

docente), considerando ambos sectores de gestión. En los jardines de gestión estatal de la 

provincia de Buenos Aires, Córdoba, Corrientes, Chaco, Mendoza y Salta había más alumnos por 

docente que los registrados a nivel nacional para ese sector. En los jardines de gestión privada, las 



 

provincias que superaban la relación entre docentes y alumnos registrada a nivel nacional para ese 

sector, eran la provincia de Buenos Aires, Misiones y San Juan. 

Ese año, 272.654 docentes estaban frente a los 4.550.923 alumnos del nivel primario que tenía el 

país, es decir que había 17 estudiantes por docente. A nivel nacional, esa relación descendía a 15 

alumnos por docente en las escuelas de gestión estatal y ascendía a 22 alumnos por docente en 

las de gestión privada. En las escuelas de gestión estatal de las provincias de Buenos Aires, 

Córdoba, Corrientes y San Juan el número de estudiantes por docente era mayor al registrado a 

nivel nacional para ese sector.  En las escuelas de gestión privada solo la provincia de Buenos 

Aires superaba la relación entre estudiantes y docentes observada a nivel país en ese sector de 

gestión. 

Esa relación se deteriora en el nivel secundario, en donde se registraron a nivel país en el año 

2014, un total de 7.401 docentes que estaba frente a 1.110.138 alumnos. Esto daba una relación 

de 80 alumnos por docente. La disparidad entre ambos sectores de gestión también muestra una 

disparidad muy amplia, mientras que en el sector de gestión estatal había un total 67 alumnos por 

docente en el de gestión privada esa relación ascendía a 150 alumnos por docente. En el sector de 

gestión estatal las provincias de Buenos Aires, Catamarca, Chaco, Jujuy, La Rioja, Mendoza, 

Misiones, Salta, Santa Cruz y Santa Fe superaban ampliamente la relación de estudiantes por 

docente registrada a nivel nacional en los colegios estatales. En el sector de gestión privada esa 

relación era mayor a la registrada a nivel nacional en las provincias de Buenos Aires, Catamarca, 

Entre Ríos, Jujuy, La Rioja, Mendoza y Santa Fe.   

En los establecimientos de educación especial había en el año 2014 a nivel país un total de 97.741 

alumnos, de los cuales 17.086 recibían educación temprana, 6.637 asistían al nivel inicial, 59.234 al 

nivel primario y 14.784 al nivel secundario. Estaban integrados a establecimientos de educación 

común 65.790 alumnos, de los cuales 8.276 asistían al nivel inicial, 45.975 al nivel primario y 

11.539 al nivel secundario. Ese año 19.084 alumnos asistían a talleres en el nivel primario, 5.005 

en el nivel secundario y 31.225 a talleres de educación integral.  

En las escuelas de educación especial14, considerando todos los niveles educativos, había en el 

año 2014 un promedio de 3 alumnos por docente a nivel país en ambos sectores de gestión. En 

las provincias de Córdoba, Corrientes, Chaco, Mendoza, Misiones, Salta, San Juan, San Luis, 

Santiago del Estero y Tucumán, la cantidad de estudiantes por docente en el sector de gestión 

estatal superaba el promedio registrado a nivel nacional. En el caso de Misiones esa relación era 

casi dos veces mayor a la nacional, habiendo un promedio de 8 alumnos por docente. En los 

establecimientos de gestión privada, esa relación era superada por las provincias de Córdoba, 

Chubut, Mendoza, Misiones, Salta, San Juan, San Luis y Tucumán.  

Cabe señalar que los datos relevados por el Ministerio de Educación de Nación en el área de 

educación especial excluyen el detalle de la cantidad de docentes frente alumnos por nivel 

educativo, de modo que solo puede conocerse este dato a nivel agregado. Aun así, las 

perceptibles diferencias en las relaciones estudiantes por docente existentes en las escuelas de 

educación especial y las escuelas comunes aparecen como un indicio de una mala distribución de 

los recursos educativos que no prioriza la asignación de  aquéllos a la inclusión de personas con 

discapacidad en escuelas comunes. 

                                                           
14 De acuerdo con la Ley de Educación Nacional, “[l]a Educación Especial es la modalidad del sistema educativo 

destinada a asegurar el derecho a la educación de las personas con discapacidades, temporales o permanentes, en 

todos los niveles y modalidades del Sistema Educativo” (artículo 42). 



 

La escolarización de los niños, niñas y adolescentes del país se incrementó entre los años 2001 y 

2010 en todos los niveles educativos; sin embargo en 2010 había un 6,26% de la población que 

estaba en edad escolar y no asistía a ningún establecimiento educativo. También se observa  que 

en algunas provincias la población escolar que asistía a algún establecimiento educativo era menor 

que la registrada a nivel nacional y que existían brechas entre las distintas jurisdicciones. No 

obstante, se advierte una tendencia positiva en todo el país y las provincias que habían mostrado 

los menores niveles de escolarización, fueron también las que tuvieron las mejoras más 

significativas entre los años 2001 y 2010.  

El flujo de las cohortes en el sistema educativo a nivel país mejoró en el nivel primario y en el ciclo 

orientado del secundario, pero empeoró en el ciclo básico de la educación media. En este sentido, 

entre los años 2003 y 2014, en ese ciclo disminuyó la tasa de promoción efectiva y aumentaron 

las tasas de repitencia y sobre edad. Esta dinámica es significativa, puesto que el ciclo básico del 

nivel secundario ocupa un lugar clave en el sistema educativo, ya que es el inicio de la educación 

media y la transición hacia la última etapa obligatoria.  

Por otra parte, el abandono interanual se incrementa a medida que se avanza en los niveles del 

sistema educativo: es bajo en el primario y alcanza sus mayores valores en el ciclo orientado del 

secundario. Esto indica que la capacidad de retención de los estudiantes en la escuela disminuye 

en los últimos niveles, motivando que adolescentes que transitaron por el sistema escolar no 

logren completar el ciclo obligatorio en tiempo y forma. La tasa de abandono interanual fue mayor 

a la registrada en el país en la escuela primaria y el ciclo básico del secundario en Corrientes, 

Misiones, San Juan, Chaco, Formosa y Entre Ríos. Santiago del Estero superó el promedio 

nacional en el nivel primario y el ciclo orientado del secundario y Chubut en ambos ciclos de la 

educación media. Esas provincias representan los casos más críticos, debido a que el abandono 

era mayor al nacional en dos de los niveles del sistema educativo. La relación entre las tasas de 

abandono y sobre edad, pone de relieve que los estudiantes más vulnerables son los de 

Corrientes, Misiones, San Juan, Santiago del Estero, Formosa y Chubut. En esas jurisdicciones el 

abandono y la sobre edad eran mayores al promedio nacional en al menos dos niveles educativos 

en cada una de las variables.         

El análisis de las condiciones en que se imparte educación en el país pone de relieve que existen 

disparidades entre los distintos niveles educativos, sectores de gestión y a nivel provincial. En 

este sentido, las desigualdades se expresan a nivel jurisdiccional, pero también al interior de cada 

territorio. Los datos ponen en evidencia que las escuelas de gestión privada presentan 

condiciones más desfavorables que las de gestión estatal en los indicadores relevados, puesto 

que presentaban una mayor cantidad de alumnos por aula y por docente.  

Otra conclusión que puede extraerse a nivel nacional, y considerando ambos sectores de gestión, 

es que el número de estudiantes por sección se incrementa a medida que se avanza en los 

niveles educativos. Algo similar ocurre con la cantidad de alumnos por docente, que aumenta 

significativamente en el ciclo secundario, con respecto a esa relación en el nivel inicial y primario. 

Las jurisdicciones más comprometidas en lo que refiere a las condiciones educativas eran las 

provincias de Buenos Aires y de Córdoba, que superaban el  promedio nacional registrado para 

ambas variables en la mayoría de los niveles y sectores gestión. Les seguían en importancia las 

provincias de Tucumán, Salta y San Juan.    



 

Finalmente, cabe señalar que las mediciones publicadas por el Ministerio de Educación de la 

Nación permiten abordar algunos aspectos relativos al acceso a la educación, pero  son limitadas 

en su alcance y profundidad, restringiendo el conocimiento sobre las condiciones en que se 

imparte educación y estrechando las posibilidades de diseñar políticas públicas adecuadas. Estas 

dificultades se amplifican en el sector de educación especial, en donde se carece de registros para 

algunas variables en distintas provincias y se omiten indicadores claves para entender el modo en 

que se accede a los derechos reconocidos.     

  



 

 

En los últimos años diversas investigaciones señalaron el carácter multidimensional de la pobreza 

en general (Bayón, 2015) y de la pobreza infantil en particular (CEPAL y UNICEF, 2010; Minujin et. 

al., 2006), poniendo de relieve que excede lo meramente monetario y se extiende a un conjunto 

amplio de dimensiones vinculadas a las oportunidades de desarrollo y bienestar de esa población. 

Estos enfoques permitieron ampliar la perspectiva con respecto a las problemáticas de la infancia, 

al vincular el concepto de privación con los derechos reconocidos que no son ejercidos de manera 

efectiva por esa población (UNICEF, 2016).  

En este contexto se delimitaron nuevas dimensiones y se redefinieron indicadores, puesto que la 

integralidad asociada a la paradigma de protección de los niños, niñas y adolescentes implica 

repensar las formas de concebir las distintas problemáticas que afectan a la infancia y sus 

interrelaciones (Repetto y Tedeschi, 2013; Martinez Nogueira, 2007). Esto favoreció la emergencia 

de metodologías novedosas para analizar la situación de la infancia, siendo una de las más 

reconocidas la elaborada por CEPAL y UNICEF en base a las investigaciones de Gordon et. al. 

(2003). Sin embargo, la información oficial disponible en cada país obstaculiza su aplicación, debido 

a que no abarca todas las dimensiones consideradas. Ese fue el límite que encontró este 

diagnóstico, que estuvo sustentado principalmente en los datos producidos por organismos 

oficiales.  

Las limitaciones de los datos disponibles no implican desconocer que existen privaciones 

convergentes y tampoco impiden observar algunas relaciones entre los derechos vulnerados. De 

modo que se decidió indagar en esos vínculos a partir de los indicadores disponibles en el censo 

de población, hogares y viviendas realizado en argentina en el año 2010. Específicamente se 

focalizó la atención en el modo en que se articulan las vulneraciones al derecho a la salud, a la 

educación y a la vivienda. Esto se realizó de manera agregada, observando cómo se va 

intensificando la brecha entre los derechos reconocidos y su ejercicio efectivo entre la población 

infantil, con el único propósito de ampliar el presente análisis a partir de la información disponible. 

Al igual que en los apartados anteriores, la información se presenta a nivel país y por provincias, 

explorando como se expresan esos vínculos a nivel territorial. El análisis jurisdiccional favoreció la 

emergencia de un nuevo aporte: aunque analizados de manera separada los indicadores relevados 

muestran valores aceptables en algunas jurisdicciones, no lo hacen cuando se los observa de 

manera agregada, lo que da cuenta que en algunos territorios las privaciones muestran una 

convergencia mayor que en otros.    

Un foco de interés estuvo puesto en la relación entre la cobertura de salud y el acceso que tienen 

los hogares a los servicios de saneamiento. En este sentido, el acceso a esos servicios incide en 

la exposición de los hogares a enfermedades e infecciones mientras que la cobertura de salud 

delimita las posibilidades de atención y acceso a los medicamentos de la población.  En Argentina 

el 59% de los hogares con presencia de niños, niñas y adolescentes habitaba en viviendas 

con desagüe a pozo ciego y esa población carecía de cobertura médica. Esto quiere decir que 



 

el sistema interno de eliminaciones excretas no estaba conectado a ninguna red comunal ni recibía 

ningún tipo de tratamiento. Esa relación era mayor en algunas provincias, como Formosa (80%), 

Chaco (79%), Ciudad de Buenos Aires (73%), Santiago del Estero (73%), Salta (68%) y San Luis 

(67%). La ausencia de cobertura social se incrementaba entre los hogares con presencia de 

población infantil que habitaba en viviendas con  desagües a un hoyo o excavación en la 

tierra, alcanzando a nivel nacional al 75% de ese universo. En este caso las provincias en que 

esa relación superaba a la registrada a nivel nacional, encontramos a Chaco (89%), Formosa 

(87%), Santiago del Estero (83%), Santa Fe y Entre Ríos (81% cada una), San Luis (80%), Salta, 

Mendoza y La Rioja (79% cada una) y Neuquén (78%).  

En esta línea también nos interesó saber cómo era la relación entre la procedencia del agua que 

los hogares con presencia de niños, niñas y adolescentes utilizaban para beber y cocinar y la 

cobertura de salud de esa población. Encontramos que a nivel nacional en el 64% de los hogares 

que utilizaban agua de pozo para beber y cocinar, los niños, niñas y adolescentes carecían de 

cobertura de salud. Esa proporción era mayor al promedio nacional en las provincias de Formosa y 

Chaco (85% cada una), Santiago del Estero (84%), Jujuy (76%), San Luis (75%), Salta (74%), 

Corrientes (73%), Neuquén (70%), La Rioja (69%) y Catamarca (68%). A su vez, esa relación 

alcanzaba al 71% de los hogares con presencia de población infantil que se abastecían de agua por 

camión cisterna, y era mayor en Santiago del Estero (81%), Formosa (79%), Entre Ríos y Chaco 

(77% cada una), Corrientes (76%), Salta (74%) y Santa Fe (72%). Finalmente, en el  73,24% de los 

hogares que cocinaban y bebían agua de lluvia, río, canal, arroyo o acequia, los niños, niñas y 

adolescentes carecían de cobertura de salud. Esa relación superaba el promedio del país en ciudad 

de Buenos Aires (93%), Corrientes (86%), Santiago del Estero (83%), Salta y Formosa (81% en 

cada una), chaco (78%), San Luis y Entre Ríos (75% en cada lugar).  

Para profundizar en estas relaciones indagamos en cuántos de los niños, niñas y adolescentes 

habitaban en hogares que accedían a sistemas de desagüe inapropiados y se abastecían de agua 

proveniente de fuentes inadecuadas15, carecían de cobertura de salud. Esta situación alcanzaba al 

70% de la población infantil del país y niveles mayores en Chaco (86%), Formosa (85%), Santiago 

del Estero (83%), Salta (77%), San Luis y Corrientes (73% en cada provincia) y ciudad de Buenos 

Aires (72%). Cada uno de los niños, niñas y adolescentes que se encontraban en esta situación 

sufrían una vulneración profunda de su derecho a la salud, en tanto estaban expuestos a factores 

que incrementan el riesgo de contraer enfermedades e infecciones y carecían de recursos que 

facilitan el acceso al sistema de salud y los medicamentos.  

Quisimos conocer también cuáles eran los niveles de hacinamiento de los hogares con presencia 

de niños, niñas y adolescentes que carecían de cobertura de salud, en que los desagües eran 

inapropiados y la procedencia del agua para beber y consumir era inadecuada. La relación entre 

esos indicadores permite dar cuenta de vulneraciones en el ejercicio del derecho a la salud y a la 

vivienda adecuada. Encontramos que la proporción de hogares con hacinamiento no crítico (entre 

dos y tres personas por cuarto) que estaba en esa situación ascendía al 38%, y era superada en la 

ciudad de Buenos Aires (80%), Neuquén (44%), Santiago del Estero y Tierra del Fuego (41% en 

cada una), La Rioja y Mendoza (40% en cada una), Corrientes, Chaco, Córdoba, Rio Negro y 

Tucumán (39% en cada provincia), San Luis (37%) y Santa Cruz (34%). El porcentaje de hogares 

con hacinamiento crítico (más de tres personas por cuarto) que estaba en esa situación era del 

                                                           
15 Se consideraron los desagües a pozo ciego y a hoyos, excavaciones en la tierra, etcétera y la obtención de agua 

para beber o cocinar proveniente de pozo, camiones cisterna y el agua de lluvia, río, canal, arroyo o acequia.  



 

28% a nivel país y mayor en las provincias de Formosa (42%), Corrientes (38%), Salta (32%), 

Buenos Aires (31%), Santiago del Estero y Santa Fe (30% en cada una), y Santa Cruz (29%).  

Siguiendo con las relaciones, nos interesó indagar en la calidad de los materiales de las viviendas 

en donde habitaban hogares con presencia de niños, niñas y adolescentes que carecían de 

cobertura de salud y que estaban en situación de hacinamiento. Observamos que el 17% de las 

viviendas construidas con materiales de baja calidad (calidad IV) albergaban a hogares en esa 

situación. Esa proporción era superada en las provincias de San Juan (48%), Formosa (43%), 

Santiago del Estero (42%), Salta (35%), Corrientes (32%), Misiones (30%), Mendoza (27%), Jujuy 

(26%), Chaco (25%), Catamarca y La Rioja (20% en cada una).  

Otro foco de interés en este diagnóstico estuvo vinculado a la educación, que también pusimos en 

relación con las dimensiones de vivienda y salud. En particular nos interesó conocer la condición 

de asistencia escolar de los niños, niñas y adolescentes de entre 5 y 17 años que carecen de 

cobertura de salud y forman parte de hogares que habitan en condición de hacinamiento. Solo el 

3% de la población infantil del país que cumplía esas condiciones nunca había asistido al colegio 

pero  el 65% había asistido y no lo seguía haciendo al momento del censo. La proporción de 

infantes en edad escolar que habían asistido al colegio pero no lo seguían haciendo, carecían de 

cobertura de salud y formaban parte de hogares que habitaban en condición de hacinamiento era 

mayor a la registrada a nivel nacional en la ciudad de Buenos Aires (71%), Santa Fe (67%), La 

Pampa, Buenos Aires y Córdoba (66% en cada una). Estos niños, niñas y adolescentes están en 

una situación de vulnerabilidad crítica, debido a  que sufren una triple privación que abarca el 

derecho a la salud, a la vivienda y a la educación.  

El propósito de este apartado fue explorar las relaciones entre diferentes tipos de privaciones que 

afectan a los niños, niñas y adolescentes. Al igual que otros diagnósticos, encontramos que las 

violaciones a los derechos económicos, sociales y culturales en esa población tienden a 

acumularse. Esto pone a la población infante en una situación de vulnerabilidad creciente, puesto 

que las desventajas que la afectan se expresan de manera articulada, acentuando su exposición a 

situaciones de riesgo. 

El análisis por jurisdicciones aporta información relevante, en la medida en que pone de relieve 

que en algunos territorios las vulneraciones de derechos adquieren un peso mayor cuando se 

observan de manera agregada, lo que no es perceptible en el análisis aislado de cada dimensión. 

Este es el caso de la ciudad de Buenos Aires, que en varios de los indicadores relevados de modo 

individual en cada dimensión mostró valores aceptables, mientras que reflejó valores por encima 

del promedio nacional cuando se observaron esas dimensiones de manera acumulada. En otras 

jurisdicciones se observaron valores elevados tanto cuando se analizó cada dimensión de manera 

separada como cuando se lo hizo de manera articulada. Este es el caso de Chaco, Formosa, 

Santiago del Estero, entre otras jurisdicciones. Esto quiere decir que en esas jurisdicciones los 

niños, niñas y adolescentes tienden a sufrir vulneraciones simultáneas de más de un derecho 

reconocido, estando en una situación de riesgo creciente.  

En este sentido, el análisis de las brechas entre los derechos reconocidos y su alcance real por 

jurisdicciones revela que las desigualdades se expresan de manera diferencial en el territorio. Por 

un lado, los apartados anteriores pusieron de relieve que las brechas entre el reconocimiento de 

los derechos relativos a la vivienda y el hábitat, la educación y la salud y su alcance real se 



 

manifiestan de manera asimétrica entre las diferentes jurisdicciones del país. Esas distancias entre 

los derechos reconocidos y los efectivamente concedidos probablemente se expresen de manera 

territorializada al interior de cada jurisdicción, pudiendo ser observadas en diferentes escalas, 

cuestión que no fue objeto de este informe pero que puede sostenerse a nivel de hipótesis. Por el 

otro lado,  el análisis realizado pone en evidencia que cuando se observan las relaciones entre las 

diferentes dimensiones, algunas de las jurisdicciones que presentaban valores aceptables en 

indicadores tomados de manera aislada, muestran algunas de las brechas más significativas. En 

esas jurisdicciones, los niños, niñas y adolescentes sufren múltiples privaciones, vulnerándose 

más de uno de los derechos que les son reconocidos. El carácter claramente territorializado de las 

vulneraciones a los derechos de la población infantil pone de relieve la necesidad de observar de 

qué modo se expresan esas brechas, tanto de manera individual como acumulada, en las 

diferentes jurisdicciones para diseñar e implementar políticas públicas adecuadas. 

Finalmente, el diseño de políticas públicas adecuadas, también requiere lograr una mayor 

regularidad y alcance en los relevamientos públicos de información sobre las condiciones de vida 

de población infantil. La información actualmente disponible y su nivel de desagregación, es 

todavía insuficiente para lograr un conocimiento sistemático, detallado y actualizado sobre la 

realización de los derechos de los niños, las niñas y adolescentes. Redoblar los esfuerzos en esa 

dirección se presenta como una tarea necesaria para lograr un mejor conocimiento, seguimiento y 

evaluación de las condiciones de vida de esa población, aportando al diseño e implementación de 

políticas públicas que permitan avanzar en el reconocimiento efectivo de los derechos que les 

fueron concedidos. 
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